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RESUMEN

El presente trabajo analiza los elementos claves del sistema de colaboracién piiblico-pri-
vada implantado en el Ayuntamiento de Madrid desde el ario 2009, los factores que han pro-
piciado su éxito y consolidacion, asi como su insercion y acomodo en la tltima modificacion
de la Ley 9/2001, de 17 de julio, del suelo de la Comunidad de Madrid por Ley 7/2024, de
26 de diciembre, de Medidas para un desarrollo equilibrado en materia de medio ambiente
y ordenacion del territorio. Esta tiltima cuestion resulta de especial interés por cuanto que, a
pesar de que la regulacién autondmica haya optado por reproducir en su prdctica literalidad
la regulacion que ya existia en el Ayuntamiento de Madyid, el Reglamento 7/2022, de 26 de
abril, por el que se establece el régimen de las Entidades Colaboradoras Urbanisticas de Veri-
Sicacion, Inspeccion y Control, omite aspectos determinantes para el buen funcionamiento del
sistema, su debida tutela, control y seguimiento. Se trata de cuestiones que los ayuntamientos
deberian regular y concretar via ordenanza para asegurar que, en todo caso, la colaboracién
en el ejercicio de potestades piiblicas por entidades privadas y la consiguiente tutela de los
intereses priblicos en juego, se desarrolla en términos adecuados de seguridad juridica. Se trata
por ello de un andlisis pertinente tanto para el Ayuntamiento de Madrid como para aquellos
ayuntamientos que opten por implantar el sistema en su dmbito material de procedimientos.

Palabras clave: colaboracién publico-privada; verificacién, inspeccién y control
urbanistico.



26 Amaya Casado Echarren

The Public-Private Collaboration System of the Madrid City Council
within the Framework of Land Use Legislation

ABSTRACT

This paper analyses the key elements of the public-private collaboration system imple-
mented by the City Council of Madrid since 2009, the factors that have contributed to
its success and consolidation, as well as its incorporation and accommodation within
the most recent amendment of Regional Law 9/2001 of 17 July on Land Use in the
Community of Madrid, as introduced by Law 7/2024 of 26 December on Measures for
Balanced Development in the Areas of Environmental Protection and Spatial Planning.
This latter issue is of particular interest insofar as, despite the fact that the regional regula-
tion has opted to reproduce almost verbatim the regulatory framework that had already
been in force within the City Council of Madrid, Regulation 7/2022 of 26 April, which
establishes the legal regime applicable to Urban Planning Collaborating Entities for Veri-
fication, Inspection and Control, omits certain decisive aspects essential to the proper
functioning of the system, as well as ro its adequate supervision, control and monitoring.
These are matters that local authorities should regulate and specify through municipal by-
laws in order to ensure that, in all cases, the collaboration of private entities in the exercise
of public powers, together with the corresponding safeguarding of the public interests at
stake, is carried out under conditions that provide an appropriate level of legal certainty.
Consequently, this analysis is relevant not only for the City Council of Madrid bur also
for those local authorities that choose to implement this system within their substantive
procedural framework.

Keywords: public-private partnership; urban planning verification, inspection,
and enforcement.
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1. INTRODUCCION

En orden a evaluar el alcance de la modificaciéon de la Ley 9/2001, de 17 de julio,
del suelo de la Comunidad de Madrid (LSCM) por Ley 7/2024, de 26 de diciembre, de
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Medidas para un desarrollo equilibrado en materia de medio ambiente y ordenacién del
territorio ! en materia de colaboracién publico-privada urbanistica y su impacto, no solo
en el Ayuntamiento de Madrid, sino también en aquellos ayuntamientos que, de forma
activa por decision, o de forma pasiva por omision, conforme al art. 164.3 LSCM?, va-
yan a implantarlo, resulta sumamente relevante referir, al menos someramente, el estado
de la cuestién a nivel jurisprudencial sobre las diversas férmulas colaborativas® entre
entidades privadas y la Administracién. Esta cuestién serd de verdadera utilidad en el
posterior andlisis del contenido, alcance y desarrollo que, se entiende, deberia tener una
inexcusable regulacién municipal en esta materia®.

Cabe referir en este sentido la STS 236/2024 de 12 de febrero (rec. de casacién
ndim. 48/2022) en la que se analizan las condiciones bajo las cuales una entidad mercantil
interviene en las tareas materiales de tramitacién de un procedimiento administrativo que
sirve de base para la adopcién del correspondiente acto administrativo resolutorio. En
concreto, se plantea cudl deber ser el alcance o la intensidad que debe tener este auxilio
técnico para ser juridicamente correcto y, de forma correlativa, la necesidad irrenunciable
de que se trate, en todo caso, de una intervencién desarrollada bajo la supervisién y las
instrucciones del personal de la propia administracién. Por su parte, la STS 2024/2024,
de 19 de diciembre (rec. de casacién nim. 4980/2022) plantea como cuestién central
del debate procesal si el ayuntamiento se inhibié en el desarrollo de los trabajos de la em-
presa contratada al no participar, en absoluto, en las tareas encargadas a esta ni mantener
reuniones de seguimiento®. Concluye la sentencia que, en este caso, la intervencién de

! Sobre las principales novedades que introduce la Ley 7/2024 en la LSCM en esta materia, C. PRIETO

ROMERO, El nuevo régimen de colaboracién priblico-privada en la gestion de funciones urbanisticas de la Comuni-
dad de Madrid, Fundacién democracia y gobierno local, Acento Local, Blog de actualidad juridica local, 2025.

2 Art. 164.3 LSCM, al igual que ya hiciera la modificacién de la Ley 11/2022, de 21 de diciembre, de
Medidas Urgentes para el Impulso de la Actividad Econémica y la Modernizacién de la Administracién de la
Comunidad de Madrid, invierte los términos en los que se deberfa plantear el juego de la autonomia local bien
entendida, esto es, ofreciendo un marco de referencia en el que los ayuntamientos que asi lo decidan, puedan
regular. Por el contrario, la LSCM introduce una regla que habilita a la potencial aplicacién directa e impe-
rativa de la regulacién al disponer que: «En todo caso, los ayuntamientos pueden excluir la intervencién de
estas entidades en su término municipal mediante un Acuerdo adoptado por el Pleno de la Corporacién, que
deberd ser comunicado al 6rgano al que se atribuye la gestién del Registro de entidades privadas colaboradoras
urbanisticas de la Comunidad de Madrid, adscrito a la consejerfa competente en materia de ordenacién del
territorio y urbanismo».

3 Sobre la colaboracién publico-privada como expresién de las diferentes formas de cooperacién entre las
autoridades publicas y el mundo empresarial, L. MIGUEZ MACHO, «Las formas de colaboracién publico-privada
en el Derecho espafiol», Revista de Administracién Piblica, nim. 175, pp. 157-215.

4 A pesar de que esta jurisprudencia versa sobre figuras distintas de la colaboracién publico-privada, en
las que se plantea una colaboracién y un auxilio puntual y concreto, con mayor razén se habré de considerar en
una férmula que habilita una colaboracién permanente y estable.

> Se plantea como cuestién de interés casacional «determinar si el encargo para la elaboracién de un proyecto
completo de la relacién de puestos de trabajo por un ayuntamiento a una empresa, mediante un contrato de servi-
cios, es conforme a la doctrina de esta sala relativa a la intensidad de la intervencién en un procedimiento por parte
de un sujeto distinto a la administracién que lo tramita y reflejada en las SSTS 1160/2020, de 14 de septiembre
de 2020 (ndm. de recurso 5442/2019) y 1265/2020, de 7 de octubre de 2020 (nim. de recurso 5429/2019)»
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la empresa contratada superd la intensidad que admite la jurisprudencia en la férmula
colaborativa conforme a las Sentencias 1160/2020, de 14 de septiembre (rec. de casacién
ndm. 5442/2019) y 1265/2020, de 7 de octubre (rec. de casacién ndm. 5422/2019).

En esta jurisprudencia no se cuestiona, por tanto, la posibilidad de que, mediante
las distintas férmulas legales, una Administracién publica acuda al apoyo o colaboracién
de una empresa privada en tareas que sean expresion de una potestad publica reservada,
en cuanto tales, a los funcionarios publicos, sino en la intensidad que esta intervencién
adquiere cuando la empresa asume la totalidad de proceso deliberativo que sirve de base
para resolucién del procedimiento con la consiguiente inhibicién de la Administracién
titular de la potestad. La intervencién de la empresa privada pasarfa de esta forma a con-
figurarse como una participacién directa o indirecta en el ejercicio de la potestad publica
y no, una mera colaboracién.

Pues bien, la traslaciéon de esta jurisprudencia al 4mbito de la colaboracién en mate-
ria de control urbanistico supone considerar que, aunque la intervencién de la entidad
privada, que es en todo caso previa al inicio del procedimiento administrativo, sea pos-
teriormente avalada y asumida como propia por la Administracién en la correspondiente
resolucién del procedimiento, reservandose la tltima palabra y la posibilidad de rectifi-
carla®, es necesario ir més alld y entender que la Administracién tiene el deber irrenun-
ciable de tutelar, supervisar, guiar y orientar en todo momento y de forma completa, el
proceso de intervencién de las entidades privadas. No solo, como decimos, en la fase
decisoria final con la resolucidn, sino también durante la fase de tramitacién, e incluso,
durante la fase preliminar mediante la fijacién de criterios técnicos e instrucciones bajo
los cuales ha de tener lugar la intervencién de entidad privada’. Este planteamiento apo-
ya en gran medida, como veremos, la regulacién contenida en el RECU sobre el control
y el seguimiento de las entidades.

2. EVOLUCION DEL SISTEMA DE COLABORACION
EN EL AYUNTAMIENTO DE MADRID

Aunque los primeros modelos de colaboracién publico-privada respondieron a la
necesidad de suplir la falta de especializacién técnica de la Administracién que era re-

e «Identificar como preceptos, que en principio serdn objeto de interpretacién los arts. 9 y 74 del Real Decreto
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se apruceba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto Bésico del
empleado publico y el art. 17 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Puablico».

¢ Este aspecto central del sistema de colaboracién fue objeto de andlisis y validacién en las SSTS] de Ma-
drid de 27 de abril de 2016 y de 11 de enero de 2024.

7 No se aborda por la limitacién en la extensién del presente articulo la eventual culpa in vigilando que
recac en la Administracién por una insuficiente o inexistente supervisién y seguimiento del sistema, o culpa in
omitiendo por falta de determinacién de criterios de actuacién, o de informacién técnica y juridica precisa para que
la entidad desarrollo su actuacién de forma correcta. Sobre esta cuestién se puede consultar A. GALAN GALAN, La
responsabilidad por los daios causados por las entidades privadas colaboradoras de la Administracién, Huygens, 2010.
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querida para la realizacién de determinadas inspecciones y comprobaciones de cardcter
mids técnico o instrumental®, posteriormente se evolucioné hacia un concepto amplio
de colaboracién publico-privada referido a la propia actividad o tarea administrativa’.
Este concepto amplio se trasladé al dmbito urbanistico, primero al de la gestién urbanis-
tica'® y después, al del control urbanistico de obras y actividades''. En este contexto la
colaboracién publico-privada ha estado asociada al estimulo de la actividad econémica
y a la mejora de la competitividad del tejido econémico bajo la perspectiva agilizadora y
simplificadora de los procedimientos de control urbanistico ',

En el dmbito del Ayuntamiento de Madrid, sin embargo, las razones que motivaron
en origen la implantacién de este modelo de colaboracién y que sin duda han marcado
su definicién y configuracién actual, fueron de otra indole. Se buscé garantizar el buen
funcionamiento del servicio de control urbanistico, evitando irregularidades, propician-
do la eficacia, la transparencia de la funcién publica y la efectividad del principio de
legalidad . Esto explica, en parte, que el sistema de colaboracién implantado en el
Ayuntamiento de Madrid desde 2009, lejos de plantearse como una mera externaliza-
cién de funciones publicas de control a entidades privadas, se enfocara desde un primer
momento como una verdadera férmula de cooperacién en la que el sector privado coad-
yuva y concurre con la Administracién en el ejercicio de sus funciones de control urba-

nistico, sin que esta se desentienda por completo o se inhiba de su deber de supervisién,

control y seguimiento '“.

8 En relacién el origen de los modelos de colaboracién publico-privada en el 4mbito de la seguridad in-
dustrial, del control ambiental o de la inspeccién técnica de vehiculos puede consultarse, D. CANALS AMETLLER,
El ejercicio por particulares de funciones de autoridad. Control, inspeccidn y certificacién, Comares, Granada, 2003.

9 E VELASCO CABALLERO, «La Administracién publica en la colaboracién publico-privada», Revista Cata-
lana de Dret Piblic, nam. 67, 2023, pp. 36-66.

10" P. FIGAREDA CAIROL, Entidades de Conservacion (Aspectos prdcticos y doctrinales), Civitas, Madrid, 2000.

" Sobre la colaboracién publico-privada al dmbito de los controles urbanisticos, H. M. HERNANDEZ
JIMENEZ, «La colaboracién publico-privada en el otorgamiento de licencias: los colegios profesionales», £/ Con-
sultor de los Ayuntamientos, nim. 3, marzo de 2022, p. 95, y A. CasaDO ECHARREN y C. LOPEZ FERRANDO,
«La regulacién de la declaracién responsable en el sistema de colaboracién puiblico-privada del Ayuntamiento
de Madrid en el marco de la legislacién estatal y autonémica», Revista de Derecho Urbanistico y Medio Ambiente,
vol. 48, nim. 288, 2014, pp. 13-62.

12 Razones expresadas en normativa de distinto nivel: Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Euro-
peo y del Consejo, de 12 de diciembre, relativa a los servicios en el mercado interior; Ley 8/2009, de 21 de
diciembre, de Medidas Liberalizadoras y de Apoyo a la Empresa Madrilefia; Ley 2/2011, de 4 de marzo, de
Economia Sostenible; Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalizacién del comercio y
de determinados servicios. Se puede consultar también, J. M. GIMENO FELIU, «La colaboracién publica-privada
en un contexto de moderna gobernanza econdémica al servicio de la ciudadania», Revista General de Derecho
Administrativo, num. 65, enero de 2024

13 Acuerdo de 3 de abril de 2008 de la Junta de Gobierno de la Ciudad de Madrid por el que se adoptan
medidas para la mejora del Servicio de Concesién de Licencias Urbanisticas y del Servicio de Disciplina Urba-
nistica (BAM de 11 de abril de 2008).

14 Sobre los elementos de la colaboracién publico-privada en el 4mbito material de la toma de decisio-
nes, mediante tareas de verificacién, comprobacién e inspeccién. SSTS de 13 de octubre de 1997 y de 17 de
noviembre de 2000. También, E. CARBONELL PORRAS, El control sobre la actividad de las entidades privadas
colaboradoras de la Administracién, Huygens, 2010.
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El sistema de colaboracién publico-privada en materia de intervencién urbanistica
ha tenido en el Ayuntamiento de Madrid distintas fases que se corresponden con cada
una de las normas que en cada momento lo han regulado. Se identifican al menos tres
momentos; la implantacién del sistema de manera pionera en el ordenamiento juridico
espafiol con la Ordenanza por la que se establece el Régimen de Gestién y Control de las
Licencias Urbanisticas de Actividades, de 29 de junio de 2009 (OGLUA) ", caracterizada
por afectar tnicamente a las licencias de implantacién y desarrollo de actividades y, de
forma significativa, por su cardcter obligatorio '. La anulacién en sede judicial de esta pri-
mera regulacion propicié la segunda fase, en la que el modelo se regulé en la Ordenanza
para la Apertura de Actividades Econémicas en la Ciudad de Madrid, de 28 de febrero de
2014 (OAAEE). Con esta regulacién el modelo pasa a ser voluntario para los particulares
y se amplia a la figura de la declaracién responsable de actividades. La udltima fase es la
de consolidacién de los elementos del sistema y la de su ampliacién material tanto a las
licencias y declaraciones responsables de actividades como a las de uso residencial. Este es
el régimen vigente regulado en la Ordenanza de Licencias y Declaraciones Responsables
Urbanisticas del Ayuntamiento de Madrid, de 26 de abril de 2022 (OLDRUAM) ", en
la que se regulan los procedimientos de control urbanistico y la intervencién de las enti-
dades en estos y en el Reglamento 7/2022, de 26 de abril, por el que se establece el régi-
men de las Entidades Colaboradoras Urbanisticas de Verificacién, Inspeccién y Control
(RECU) '8, en el que se regula el régimen juridico de las entidades colaboradoras.

3. LA ADAPTACION DE LA REGULA}CI()N DEL AYUNTAMIENTO
DE MADRID A LA MODIFICACION DE LA LEY DEL SUELO
DE LA COMUNIDAD DE MADRID

El impacto de la LSCM tras su modificacién por Ley 7/2024 se proyecta de manera
significativa en los ayuntamientos con regulacién preexistente, como es el caso del Ayun-
tamiento de Madrid. No obstante, todos los ayuntamientos habrin de definir, antes o

1> Un andlisis exhaustivo de esta primera regulacién en C. PRIETO ROMERO, «Ordenanza por la que se
establece el Régimen de Gestién y Control de las Licencias Urbanisticas de Actividades», Anwuario de Derecho
Municipal, ISSN 1888-7392, ntim. 3, 2009, pp. 71-113.

16" Este aspecto motivé, en parte, la derogacién de una parte muy significativa de la regulacién en via ju-
dicial por la STSJ de Madrid de 17 de febrero de 2011, confirmada en casacién por la STS de 18 de diciembre
de 2013 (ntim. de recurso 2561/2011). Un andlisis de esta sentencia en A. CASADO ECHARREN, C. LoPEZ FE-
RRANDO y M. LORA TAMAYO-VALLVE, «Reflexiones en torno a la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid de 17 de febrero de 2011 por la que se anulan diversos preceptos de la ordenanza por la que se establece
el régimen de gestién y control de las licencias urbanisticas de actividades del Ayuntamiento de Madrid», Revista
de Derecho Urbanistico y Medio Ambiente, vol. 45, nim. 267, 2011 pp. 121-158.

17 Un andlisis de esta regulacién se encuentra en A. CASADO ECHARREN, «El nuevo modelo de control ur-
banistico en el Ayuntamiento de Madrid. La Ordenanza de licencias y declaraciones responsables urbanisticas»,
Anuario de Derecho Municipal, nim. 15, 2021, pp. 51-76.

18 La STSJ de Madrid, de 11 de enero de 2024 (ndm. recurso 543/2022) ha avalado los elementos del
sistema vigente regulados en la OLDRUAM y en el RECU.
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después, su posicién juridica respecto de la LSCM a pesar de su vocacién de regulacién
suficiente y de aplicacién directa'. En este sentido cabe identificar dos situaciones en las
que se pueden encontrar los ayuntamientos respecto de la regulacién legal: ayuntamien-
tos que a la entrada en vigor de la modificacién de la LSCM carezcan de una regulacion
previa en la materia y, ayuntamientos, como el de Madrid, que ya tengan aprobada una
ordenanza. En los ayuntamientos sin regulacién previa cabria identificar, a su vez, dos
situaciones; la de aquellos que, conforme a la opcién prevista en el art. 164.3 LSCM,
adopten acuerdo expreso para la exclusién de la aplicacién del sistema de colaboracién
y la de aquellos otros que opten por implantarlo. En estos tltimos, a su vez, se plantea
otra disyuntiva: la de aplicar directamente la regulacién legal sin desarrollo por ordenan-
za, con todas las consecuencias e inconvenientes que ya hemos apuntado, o bien, optar
por una regulacién expresa por ordenanza®. Pues bien, a estos dltimos ayuntamientos
también les resultard pertinente el andlisis que se va a realizar sobre la concreta situacién
juridica del Ayuntamiento de Madrid, en cuanto ayuntamiento con regulacién propia.

Como se ha senalado, en la ciudad de Madrid el sistema de colaboracién publico-
privada cuenta con una larga trayectoria que ha permitido delimitar con mayor rigor y
precisién su alcance y sus caracteristicas. Este proceso culmind, como hemos comenta-
do, con la regulacién del RECU. La entrada en vigor de la modificacién de la LSCM
plantea ahora la necesidad de considerar su impacto?' desde un doble plano, el de las
entidades colaboradoras preexistentes y el de su régimen juridico y funcionamiento.

3.1. Impacto en las entidades colaboradas existentes

Para valorar el impacto de la modificacién de la LSCM respecto de las entidades
colaboradoras ya existentes en el momento de su entrada en vigor?* hay que consi-

19 A diferencia de la primera regulacién completa del régimen juridico y el funcionamiento de las enti-
dades privadas colaboradoras en la modificacién de la LSCM por Ley 11/2022 en la que, conforme a una im-
pecable técnica legislativa acorde con el principio de autonomia local, la regulacién autonémica era supletoria
en defecto de regulacién por ordenanza municipal, la més reciente modificacién de la LSCM por Ley 7/2024
opta por imponer directamente su regulacién a los ayuntamientos que no adopten acuerdo en contra o que no
aprueben un marco juridico propio de desarrollo de la ley, siendo esta tltima alternativa claramente insuficiente
para garantizar la calidad, la supervisién y la seguridad del sistema.

2 A fecha de elaboracién del presente trabajo, en el caso de ayuntamientos que han optado delibera-
damente por la aplicacién directa de la LSCM, se encuentra el Ayuntamiento de Alcobendas. Dentro de los
ayuntamientos que disponen de regulacién propia a nivel municipal, ademds de Madrid, se incluyen Galapagar,
Villaviciosa de Odén, Pozuelo de Alarcén, Collado Villalva y Quijorna. Dentro de los ayuntamientos que van
a aprobar una regulacién especifica se encuentra Brunete y, en una situacién que se podria denominar mixta,
se encontrarfa el Ayuntamiento de Algete que ha optado por la aplicacién directa de la LSCM, aunque con la
intencién de llegar a aprobar una regulacién especifica.

21 En este sentido ha sido determinante la supresion de la cldusula de salvaguarda que representaba para
la regulacién del Ayuntamiento de Madrid la DA 6.2 de la anterior Ley 11/2022.

22 Estas entidades colaboradoras autorizadas por el Ayuntamiento de Madrid, al amparo de la anterior
regulacién son: Addient Empresa Certificadora, S. L. U.; Aeclu Edificacién y Sostenibilidad, S. L.; Eciti,
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derar que la modificacién de la LSCM por Ley 11/2022, de 21 de diciembre, de Me-
didas Urgentes para el Impulso de la Actividad Econémica y la Modernizacién de la
Administracién de la Comunidad de Madrid, regulé unos requisitos de acreditacién
relacionados con la titulacién del personal de las entidades distintos de los que hasta
ese momento se habfan regulado en la Orden 639/2014, ORDEN 639/2014, de 10
de abril, de la Consejeria de Medio Ambiente y Ordenacién del Territorio, por la
que se regulan las entidades privadas colaboradoras en el ejercicio de las funciones
administrativas de verificacién y control en el dmbito urbanistico?. A pesar de que
esta exigencia no fue aplicable a las entidades existentes que operaban en el Ayunta-
miento de Madrid, por el juego de la DA 6.2 de la Ley 11/2022, algunas entidades
se adaptaron. Esta es la razén por la que la DT 3.2 de la Ley 7/2024 prevé, para las
entidades que ya se adaptaron, un plazo de seis meses para acreditar el cumplimien-
to del art. 167 tery aportar la documentacién requerida en el art. 167 gudrzer. Para
las entidades que no hubieran adaptado, el apartado 2 de la citada DT 3.2 prevé el
plazo de un afno para ello, transcurrido el cual se considerarin automdticamente
extinguidas y sin efecto todas las homologaciones concedidas.

Desde la 6ptica de la adaptacién en el Ayuntamiento de Madrid, lo oportuno serd
considerar que las entidades que ya estuvieran habilitadas y operando en su dmbito,
han mantenido los efectos de la autorizacién municipal tras la ampliacién de la acre-
ditacién e inscripcién conforme a la modificacién de la LSCM por Ley 7/2024, al
objeto de dar continuidad al sistema ya implantado y no perjudicar a los particulares
que ya hubieran contratado sus servicios o cuyos procedimientos se hubieran iniciado
ya en el ayuntamiento.

Unidn de Profesionales para la Gestién e Inspeccién de Licencias, S. L. U.; AB - Aucatel Inspeccién y Control,
S. L. U.; Enmacosa Consultorfa Técnica, S. A.; Tueclu, S. L. U.; EQA Licencias Urbanisticas, S. L.; Deklara
Obras y Actividades, S. L.; Ecium Entidad Colaboradora Urbanistica, S. L.; Licencias y Certificaciones de
Madrid, S. L. (LICMAD); A (MAS) Ecu Control Urbanistico, S. L.; Lurban Madrid, S. L.; SCI, Servicios de
Control e Inspeccién, S. A.; SGS Inspecciones Reglamentarias, S. A. U.

% Art. 3.1 de la Orden 639/2014: «El personal de las entidades privadas colaboradoras deberd reunir
las titulaciones en Arquitectura, Ingenierfa y/o Derecho, o titulos de grado correspondientes, verificados
por el Conscjo de Universidades, exigiéndose una experiencia profesional de tres afios en actividades re-
lacionadas con las siguientes dreas de actuacién: urbanismo, evaluacién ambiental de actividades, preven-
cién de riesgos, patrimonio histdrico-artistico y proteccién arquitectdnica, sanidad y/o salud publica». El
art. 167 ter LSCM en su anterior redaccién dada por la Ley 11/22: «1.° Contar con dos o mds profesiona-
les con las siguientes caracteristicas: ) Arquitecto o ingeniero con experiencia acreditada por un periodo
minimo de diez afios en las siguientes funciones: 1. Redactar, dirigir e interpretar proyectos de obras de
edificacién. 2.° Redactar, interpretar y aplicar instrumentos de planeamiento. 3.° Redactar, interpretar y
aplicar instrumentos de gestidén urbanistica. 4) Abogado, legalmente habilitado para ello, con experiencia
acreditada por un periodo minimo de diez afios en las siguientes funciones: Asesoramiento juridico en
materia de planeamiento, gestién y disciplina urbanistica o aspectos juridico-técnicos en materia de cons-
truccién, edificacién, y urbanizacién».
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3.2. Impacto en el régimen juridico de las entidades colaboradoras

Las posibilidades de regulacién que tiene el Ayuntamiento de Madrid en esta ma-
teria, al igual que otros ayuntamientos que opten por regular de forma expresa en orde-
nanza la implantacién del sistema, viene determinada por el juego de la DT 3.2, apar-
tado 1. Conforme a esta, se obliga a que los ayuntamientos con regulacién preexistente
efectden una labor de revisién que asegure su compatibilidad con la LSCM. Asimismo,
el art. 164 identifica los aspectos que son susceptibles de desarrollo y complemento
por ordenanza. No obstante, este impacto también deberfa medirse desde la ptica del
principio de vinculacién negativa a partir del cual los ayuntamientos podrin ejercer la
potestad normativa y de autoorganizacion que, a partir del bloque de la constituciona-
lidad y una nutrida jurisprudencia, les reconoce la legislacién bdsica estatal?%. A partir
de este principio los ayuntamientos también podrian, mejorando y complementado la
regulacion legal, definir aquellos aspectos no previstos en la LSCM que son, sin embar-
go, determinantes y necesarios para el adecuado control, seguimiento y supervisién del
sistema de colaboracién como garantia de su calidad y seguridad juridica.

4. ASPECTOS DE LA REGULACION DEL AYUNTAMIENTO DE MADRID
QUE COMPLEMENTAN Y DESARROLLAN LA LEY DEL SUELO

El mandato contenido en el apartado 1 de la DT 3.2 de la Ley 7/2024, es claro. Los
ayuntamientos con regulacién prexistente en la materia deberdn, en el plazo de un ano
desde su entrada en vigor, adaptarse a la modificacién de la LSCM eliminando los aspec-
tos que sean incompatibles. La aplicacién prictica de este mandato en el Ayuntamiento
de Madrid no representa mayor inconveniente teniendo en cuenta que la regulacién
legal ha replicado, en gran medida, los contenidos propios del RECU*. A pesar de ello,
parecen precisos ciertos ajustes para asegurar la adecuada integracién de la regulacién
municipal en el nuevo marco legal. Asi, tanto el objeto como el dmbito de aplicacién del
RECU deberian quedar reorientados para su insercién en el marco legal y su acotacién

24 Sobre la vinculacién negativa a la ley el Tribunal Supremo, en sentencias como la de 7 de octubre de
2009, viene reconociendo el criterio de que las Corporaciones Locales «en aquellas materias en que necesa-
riamente han de ¢jercer competencias... pueden ejercerlas por medio de ordenanza en los aspectos en que la
norma autondémica no las haya utilizado, siempre que el uso que de ellas se haga no contravenga lo establecido
legalmente, para de este modo realizar las actividades complementarias de otras Administraciones publicas.
Sobre el alcance del poder normativo local, como capacidad de regulacién ex novo, SSTC 214/1989, de 21 de
diciembre; 385/1993, de 23 de diciembre; 233/1999, de 16 de diciembre, y 132/2012, de 19 de junio. Tam-
bién la STS de 22 de mayo de 2015.

» Ello, no obstante, no significa que no sea preciso plantear la adaptacién del RECU, aunque solo sca
para incluir, conforme a una adecuada técnica normativa, las remisiones a la ley que sean pertinentes, asf como
el ajuste de ciertos aspectos que no por ser puntuales dejan de ser necesarios para propiciar la adecuada com-
prensién y correcta aplicacién de la norma. En esta labor de revisién de la compatibilidad del RECU con la ley,
se tratarfa por tanto de redefinir la regulacién municipal y dotarla de su adecuado sentido y alcance en relacién
con la ley.
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al dmbito material de las entidades colaboradoras que van a intervenir en los concretos
procedimientos del Ayuntamiento de Madrid. Esta cuestién, que podria tener un mero
sentido formal, serd, sin embargo y como veremos, presupuesto para regular otros as-
pectos relevantes del sistema como son los requisitos para la habilitacién concreta de las
entidades en los especificos procedimientos de control urbanistico del Ayuntamiento de

Madrid.

La adaptacién de la regulacién municipal en términos de compatibilidad con la re-
gulacién legal aconseja, asimismo, que se incluya la denominacién de entidades privadas
colaboradoras urbanisticas que emplea la LSCM. También que se aluda de manera ex-
presa a que deben estar, en todo caso, acreditadas e inscritas conforme a la LSCM. Todo
ello para facilitar la comprensién de que el sistema de colaboracién que mantiene el
Ayuntamiento de Madrid no opera en paralelo a la regulacién legal, sino que queda in-
serto en ella sin perjuicio de las especialidades que le son propias. Serdn precisas, ademds,
las remisiones legales oportunas a efectos de no incurrir en duplicidades innecesarias y
redundantes, salvo en aquellos casos en los que se considere que la regulacién del RECU

aporta mayor claridad y mejor comprensién a la regulacién®.

Por su parte y como se ha indicado, el art. 164 LSCM determina, con cierto afin
taxativo, aquellos aspectos de la regulacién susceptibles de desarrollo por ordenanza mu-
nicipal. El desarrollo de estos aspectos por la normativa municipal se considera esencial
por resultar, como decimos, insuficiente la regulacién legal. Estos aspectos se analizan en
los siguientes epigrafes.

4.1. Funciones que pueden ejercer las entidades conforme al art. 166 LSCM

Tal y como ya apuntaban las primeras referencias normativas sobre la intervencién
de entidades privadas colaboradoras en el dmbito urbanistico?’, esta se puede plantear
a instancia de los particulares que pretenden realizar una actuacién urbanistica sujeta
a control municipal o, bien, a instancia del propio ayuntamiento. A pesar de que esta
tltima alternativa no ha estado reflejada desde un primer momento en la regulacién
del Ayuntamiento de Madrid, posteriormente se incorporé al RECU en su art. 6.
Se trata, por tanto, de una especificacién de algo que no concreta la LSCM pero que

26 Tal podria ser el caso de los principios generales que rigen la intervencién de las entidades colaboradoras
del art. 4 del vigente RECU, los cuales, aunque se han reproducido en términos muy parecidos en el art. 167
LSCM, constituyen la base juridica de la legitimidad de la intervencién de entidades privadas en el ejercicio de
potestades publicas, motivo suficiente para mantener su previsién en el 4mbito especifico del Ayuntamiento
de Madrid.

¥ DA 2.2 de la Ley 12/2012, de 26 de diciembre, de medidas urgentes de liberalizacién del comercio y
de determinados servicios.

2 Art. 6. Contratacién de las entidades colaboradoras: «1. El ayuntamiento podr4 contratar a las entida-
des colaboradoras para la emisién de informes de verificacién, inspeccién y control de actuaciones urbanisticas,
de acuerdo con lo previsto en la legislacién en materia de contratos del sector publico. 2. El documento en
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resulta del todo oportuna a nivel de ordenanza para habilitar el sistema de colaboracién
como férmula de refuerzo de las funciones municipales de inspeccién y de comproba-
cién de las actuaciones promovidas por los particulares®. En cualquier caso, la falta de
concrecién en una ordenanza de estas dos alternativas de intervencién de las entidades
que ofrece la LSCM, generarfa incertidumbre respecto de cudndo y con qué alcance
pueden operar?.

La posibilidad de desarrollo por ordenanza de las funciones de las entidades colabo-
radoras también se proyecta respecto de las concretas tareas a realizar por estas en cada
intervencién. La regulacién legal se refiere a las funciones de comprobacién, interven-
cién o control, en el contexto de la intervencidn a instancia de los particulares. Cuando
la intervencién es instancia de la Administracién la LSCM habla de funciones de veri-
ficacién e inspeccién. Sin perjuicio de que estas funciones no son del todo coincidentes
con la denominacién que venia empleando la regulacién municipal de Madrid, lo cierto
es que esta distincidn se presta a que los ayuntamientos puedan modular por ordenanza
la intervencién de las entidades colaboradoras?!. Pero, en el contexto del art. 164, el
alcance de la intervencién de las entidades colaboradoras también se puede plantear
respecto del alcance material de la actuacidn, esto es, respecto del tipo de actuaciones
urbanisticas en las que pueden intervenir por razén del uso afectado. En el 4mbito del
Ayuntamiento de Madrid, esta opcién ya se encuentra consolidada por lo que resulta
adecuada mantenerla en su regulacién?®”. Se trata de una decisién ciertamente vinculada

el que se formalice el contrato recogerd las condiciones de ejecucion de la prestacion a realizar por la entidad
colaboradora y el alcance de su colaboracién».

¥ Si bien la colaboracién de las entidades a instancia de los particulares se expresa en las funciones de
verificacién del cumplimiento de la normativa tanto a nivel documental como de comprobacién material de lo
¢jecutado, la colaboracién de las entidades a instancia de la Administracién, a través de férmulas contractuales,
se orienta a labores instrumentales de toma de datos e inspeccién 77 situ, por ser una intervencién cualitativa-
mente distinta.

3 Reflexién aparte merece la prevision iz fine del apartado ) del art. 166 LSCM, en la que también se re-
conoce a la Comunidad de Madrid y a las entidades de Derecho publico de ella dependientes, la posibilidad de
acudir directamente a entidades privadas para que estas realicen funciones de verificacién e inspeccién de actos
de uso del suelo o subsuclo y edificacién, mediante la emisién de informes. Considerando que la Comunidad
Auténoma no realiza funciones de verificacién y comprobacién de actuaciones promovidas por particulares,
esta posibilidad quedarfa circunscrita a los proyectos por ella promovidos los que, conforme al art. 163 LSCM,
no estdn ya sometidos a control urbanistico municipal por licencia o declaracién responsable. Por esta razén se
suscitan dudas sobre el sentido que en estos casos tendria la intervencién de una entidad colaboradora, al poder
recibir el encargo de la propia administracién interesada en su ejecucién y poder ver comprometida la debida
imparcialidad.

31 Asi, en el Ayuntamiento de Madrid, el art. 29.7 OLDRUAM prevé la posibilidad de que las declaracio-
nes responsables presentadas, directamente ante el ayuntamiento, sin intervencién de una entidad, sean com-
probadas, en la fase de terminacién de la ¢jecucién de las obras, por una entidad si ast lo decide voluntariamente
el particular. También a la inversa es posible optar por modular las posibilidades de intervencién de las entidades
excluyendo su intervencién en aspectos concretos del control urbanistico. Tal es el caso de la comprobacién para
el funcionamiento de actividades incluidas en el émbito de la legislacién autonémica de espectéculos publicos
y actividades recreativas conforme al art. 5.4) OLDRUAM.

32 Como ya hemos comentado en Madrid la implantacién del sistema se hizo en origen para la implan-
tacién, modificacién y desarrollo de actividades. A partir de la modificacién de la OLDRUAM vy del RECU,
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a la configuracién del modelo de ciudad de cada municipio por lo que serd algo a deter-
minar necesariamente via ordenanza.

El alcance de las funciones de las entidades colaboradoras presenta una ultima
variable, la del tipo de actuacién, no por razén del uso sino por razén de sus carac-
teristicas, impacto o entidad. En este sentido, la OLDRUAM, ya list6 una serie de
supuestos en los que no es posible la intervencién de una entidad colaboradora por
razones asociadas al cardcter excepcional y restringido de algunas actuaciones™®. Se trata
de supuestos en los que, por concurrir razones relacionadas con la seguridad juridica,
la excepcionalidad, la ordenacién de los 4mbitos o la concurrencia de otros controles
discrecionales, se aconseja excluir la intervencién de una entidad privada. Por su indu-
dable proyeccién prictica esta es, légicamente, una cuestién a valorar por cada ayunta-
miento en su respectiva regulacién que quedarfa sin embargo abierta ante una eventual

aplicacién directa de la LSCM.

4.2. Procedimientos de intervencidon de las entidades colaboradoras

La posibilidad de desarrollo del procedimiento a seguir por las entidades colabo-
radoras prevista en el art. 164 LSCM, tiene que ver con el alcance formal de su inter-
vencidn, esto es, con la determinacién de los procedimientos de control urbanistico,
licencia y declaracién responsable, en los que van a poder intervenir®. En este punto,
es posible identificar razones por las que se puede llegar a justificar la oportunidad de
habilitar el sistema, en el 4mbito municipal, solo para licencias o solo para declara-
ciones responsables. Pensemos, por ejemplo, en ayuntamientos en los que predomi-
nan las pequefas actuaciones urbanisticas objeto de declaracién responsable en cuya
comprobacién se busca mayor agilidad o, en las que se quiere ofrecer a los particulares

en el marco de la modificacién de la LSCM por Ley 1/2020, estas posibilidades de intervencién se ampliaron
también al uso residencial. No hay que olvidar, sin embargo, que esta posibilidad intervencién amplia ha sido
posible gracias al proceso progresivo de formacién de las entidades colaboradoras, las cuales se especializaron
primero en la aplicacién de la normativa urbanistica y sectorial propia de las actividades, para posteriormente
formarse en la normativa especifica del uso residencial. Este proceso no ha estado exento de valoraciones y
reflexiones en las que se han llegado a plantear la exclusién de la intervencién de entidades privadas en usos es-
pecialmente conflictivos. Es el caso del uso hospedaje, cocinas industriales, actividades de publica concurrencia.

3 Esel caso de las actuaciones amparadas en licencias temporales o en licencias provisionales, las afectadas
por limitaciones propias de la situacién de fuera de ordenacién absoluta, o las planteadas en dominio publico,
conforme dispone el art. 5 OLDRUAM.

3 La evolucién del sistema del ayuntamiento determind la intervencién inicial en el procedimiento de
licencia, ya que en el afio 2009 adn no se habia desarrollado la figura de la declaracién responsable. Posterior-
mente y en el momento actual, la intervencién de la entidad colaborada puede tener lugar en los dos tipos de
procedimientos, incluidas las comprobaciones correspondientes a lo ¢jecutado al amparo de una licencia o de
una declaracién responsable. Conforme a la Memoria de gestién de la Agencia de Actividades del afio 2025, se
han tramitado con intervencién de una entidad colaboradora el 66 por 100 de licencias de actividad y el 20 por
100 de las licencias en el uso residencial. En cuanto a las declaraciones responsables el 60 por 100 del total de
declaraciones responsables se han tramitado con intervencién de entidades colaboradoras.
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la mayor agilidad y seguridad juridica que representa la verificacién por una entidad
colaboradora antes de su presentacién ante el ayuntamiento. Pero también podria darse
la valoracién inversa, es decir, ayuntamientos que quieren reforzar la seguridad juridica
con la intervencién de las entidades en actuaciones urbanisticas de mayor entidad y
complejidad técnica. Se trata en definitiva en una cuestién a decidir por cada ayunta-
miento que ademds, estd estrechamente vinculada a los ingresos percibidos en concepto
de tasa de prestacién de servicios urbanisticos ya que, en la medida en que esta grava la
tarea administrativa de comprobacién en los procedimientos de licencia y declaraciéon
responsable, la alternativa de aplicar el sistema de colaboracién afectard en mayor o
menor medida a su recaudacién®.

4.3. Obligaciones, incompatibilidades y régimen sancionador de las entidades
colaboradoras

En materia de obligaciones el art. 167 sexies LSCM viene a reproducir en gran me-
dida las que ya estaban previstas en el Ayuntamiento de Madrid en el art. 12 del RECU.
No obstante, hay obligaciones que no incorpora la LSCM y que se considera preciso
mantener en la regulacién municipal para un adecuado seguimiento y supervisién del
sistema ™.

El andlisis comparativo de las obligaciones reguladas en la LSCM y de las regula-
das en el RECU se puede realizar por razén de su contenido. Asi, y, en primer lugar,
se encuentran las obligaciones relacionadas con el adecuado ejercicio de las funciones
de comprobacidn, verificacién, inspeccién o control. El art. 167 sexies LSCM en el
apartado 1.4) se refiere, en concreto, a la obligacién de «cumplir adecuadamente las
funciones de comprobacidn, verificacidn, inspeccién o control conforme a su certificado
de acreditacién». Es una obligacién formulada en términos genéricos cuya concrecién en
la regulacién municipal resultaria oportuna tal y como hace el RECU. Asi, procederia
mantener la especificacién de que tales funciones se realicen ademds en los plazos esta-
blecidos*. Vinculado al adecuado ejercicio de sus funciones de colaboracién, el apar-

% Conforme al art. 164.2 LSCM: «Igualmente, los ayuntamientos podran establecer el importe minimo
y méximo de los precios a percibir por las entidades colaboradoras en su respectivo término municipal, siempre
que se proceda a la reduccién o cancelacién de la tasa municipal correspondiente a los servicios urbanisticos en
los que intervengany.

3% La reflexién pertinente en este sentido es que, si corresponde a los ayuntamientos velar por la correccién
y calidad del sistema, aplicando el régimen sancionador a las entidades, serd necesario disponer de un marco
juridico completo y suficiente para evitar desviaciones.

3 Mucho se ha debatido sobre la procedencia de regular plazos para el desarrollo de las funciones de cola-
boracién por parte de las entidades. Aunque finalmente se haya concluido que, en la medida en que la relacién
que se entabla entre la entidad colaboradora y el particular es de indole privada, lo cierto es que la calidad del
sistema pasa porque el desarrollo de las funciones de la entidad se produzca de manera razonable en el tiempo,
mds ain cuando uno de los motivos para la implantacién del sistema es la agilizacién y reduccién de los plazos
para la obtencién de las licencias o comprobacién de las declaraciones responsables. Este es el sentido de las
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tado 1.¢) RECU, especifica también la relativa al cumplimiento de las instrucciones,
criterios interpretativos y protocolos técnicos que establezca el ayuntamiento. Se trata de
una previsién mds que relevante considerando la dificultad que entrafia, en muchas oca-
siones, la correcta interpretacién de la normativa urbanistica y sectorial, interpretacién
esta que, dejada en manos de entidades privadas, podria afectar sin duda a la prosperabi-
lidad de las actuaciones objeto de verificacién y comprobacién y, por tanto, a la eficacia
y celeridad del control urbanistico .

El apartado d) del art. 12 del RECU incluye por su parte la obligacién de «respon-
der por si mismas de todas sus actuaciones en el marco de lo previsto en el reglamento,
obligacién que, a su vez, queda complementada por lo previsto en el art. 24 RECU,
en el que se aclara que tal responsabilidad abarcard la produccién de dafios y perjuicios
tanto al ayuntamiento como a los titulares de las actuaciones urbanisticas que contraten
sus servicios y a terceros. Este desarrollo, resulta, por tanto, también relevante de cara
a definir el objeto y el alcance de los seguros de responsabilidad que civil que deberdn
tener suscritos como requisito de acreditacién.

Otro grupo de obligaciones serfan las relacionadas con el deber de informacién
y que estdn previstas en los apartados ¢), ¢), )y j) del art. 167 sexies LSCM. Estas
se proyectan tanto respecto de la Administracién como de los ciudadanos y clientes.
Respecto de la Administracidn, las obligaciones relativas a la confidencialidad de la
informacién que obtengan en el ejercicio de sus funciones y el cumplimiento de la
normativa en materia de proteccién de datos de cardcter personal, son coincidentes
con lo ya previsto en el RECU. También la obligacién relativa a la conservacién, du-
rante un periodo de siete afios, de los expedientes tramitados, los certificados, las actas
y los informes emitidos®. Se formula también, en términos idénticos a los del RECU,
la obligacién de entregar copia de las actas de comprobacidn, certificados e informes,
asi como cualquier otra informacién que les sea requerida por las Administraciones en
el ejercicio de sus funciones. Esta obligacién se complementa, en el RECU, con la re-
lativa a la remisién de informacién anual, de contenido mds amplio por estar pensada

obligaciones formuladas en los apartados )y 4) del art. 12 RECU: «a) Realizar todas las actuaciones de verifi-
cacién, comprobacién, inspeccién y control para las que estén autorizadas en los plazos establecidos; 4) Expedir
los certificados, actas e informes dentro de los plazos establecidos...».

3 A partir de esta obligacién las entidades aplican los criterios que el Ayuntamiento de Madrid formaliza
en protocolos, informes y consultas. Son también periddicos los talleres y reuniones técnicas de trabajo entre
los técnicos municipales y los técnicos de las entidades. En este sentido, se han celebrado en 2025 tres talleres
presenciales para tratar cuestiones técnico-juridicas con presencia de las Entidades Colaboradoras Urbanisticas,
la Agencia de Actividad y ENAC. Por otro lado, a lo largo de este afio, se han respondido 226 consultas de ca-
rdcter técnico-juridico y se han gestionado un total de 6.991 correos relativos a diversos asuntos como consultas
de estado de tramitacién de expedientes, comunicacién de visitas de inspeccién, denuncias, requerimientos de
informacién, etc. Asimismo, se han tramitado 133 expedientes relacionados con comunicaciones realizadas a
las Entidades Colaboradoras.

% Disponer de esta informacién es necesario en el caso de actuaciones de revisién judicial de expedientes
de licencias o declaraciones responsables con intervencién de una entidad colaboradora o de reclamaciones de
responsabilidad patrimonial que de ser por dafio continuado pueden prologarse en el tiempo.
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para hacer efectivo el seguimiento y el control de la actividad de la entidad privada,
no solo en los aspectos relacionados con la calidad y rigor de su actividad técnica, sino
con la observancia del régimen de incompatibilidades que luego veremos*’. También
en la linea de poder verificar el cumplimiento del régimen de incompatibilidades, se
explica la obligacién informacién del apartado ) del art. 12 del RECU, no prevista
en la LSCM, y que se refiere a los cambios de composicién de su capital social, las
fusiones, las absorciones y los cambios en sus érganos de direccién o en sus represen-
tantes legales.

Respecto de los particulares, tanto el RECU como la LSCM prevén la obligacién de
dar una correcta informacién a los ciudadanos en general y, en particular, a sus clientes,
sobre sus funciones de comprobacién, verificacién y control, asi como de la prestacién
de los servicios como entidad privada colaboradora. En este caso, sin embargo, es la
regulacién legal la que contiene mayor grado de desarrollo. Se determina, en concreto,
la obligacién de informar a los particulares sobre la documentacién que deben aportar
con cardcter general, sobre la documentacién especifica determinante para justificar pre-
tensiones basadas en situaciones precedentes o aquella otra documentacién que deba
disponer para el ejercicio de la actividad o para realizar la actuacién urbanistica pre-
tendida. El alcance de este deber de informacién, que impone la LSCM, suscita ciertas
dudas por implicar cierta labor de asesoramiento y consultoria que excederia del alcance
de las funciones de verificacién e inspeccién para las que estdn acreditadas*!, pudiendo
comprometer su debida imparcialidad.

4 Fl contenido de esta obligacién se desarrolla en el art. 14 RECU: «1. Las actuaciones de las entidades
colaboradoras se comunicardn al 4rea de gobierno u organismo competente del ayuntamiento que determinara,
en cada procedimiento concreto, el contenido de dichas comunicaciones, asi como los soportes y procedimien-
tos electrénicos a utilizar para una mejor gestién y transmisién de la informacién. Asimismo, se comunicardn
al drea de gobierno u organismo competente del ayuntamiento los cambios de composicién de su capital social,
las fusiones y las absorciones, asi como cualquier cambio en sus 6rganos de direccién o en sus representantes
legales. 2. El ayuntamiento podr4, en cualquier momento, requerir informacién a las entidades colaboradoras
sobre las actuaciones en las que intervengan y la remisién de la documentacién que estime necesaria. 3. Las
entidades colaboradoras remitirdn anualmente, en el primer trimestre del afio siguiente, al drea de gobierno u
organismo municipal competente: 2) Un informe general de todas las actuaciones realizadas. 4) Una memoria
detallada que relacione las actividades realizadas en materia de formacién de personal, mejoras en la gestién
de la organizacién, asf como sugerencias de cambio para mejorar la eficacia de sus actuaciones. 4. Todos los
datos remitidos al ayuntamiento estardn desagregados por sexo, en la medida en que la naturaleza de estos haga
susceptible esta desagregacion».

4 Las funciones para las que estdn habilitadas legalmente las entidades colaboradoras urbanisticas son
estrictamente las de verificacién y comprobacién de la documentacién elaborada y preparada por el interesado,
sin poder incurrir en una indebida labor de asesoramiento o asistencia que comprometa la imparcialidad y
objetividad del sistema. Es decir, asumiendo la configuracién de las entidades como entidades de inspeccién
en el marco de la UNE EN 38 ISO/IEC 17020, estas colaboran con la Administracién en la verificacién del
cumplimiento de la normativa urbanistica de tal forma que, en ningtin caso representan ni defienden los inte-
reses de los particulares, sino que acttian y colaboran con la Administracién (SSTS] de Madrid de 31 de enero
de 2022 y de 8 de febrero de 2022). Por esta razén el RECU incluye, dentro de las incompatibilidades de las
entidades, la dedicacién a actividades de asesoramiento, implicacién en la elaboracién de proyectos técnicos de
obras, memorias y documentacién técnica de instalaciones, ni direccién ni ejecucién de las obras.
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La LSCM regula un dltimo grupo de obligaciones relacionadas con la forma en la que
la entidad colaboradora interviene desde el punto de vista instrumental. Aqui se encontra-
rfan la del apartado ) del art. 167 sexies LSCM, que prohibe la subcontratacion de actua-
ciones vinculadas al ejercicio de sus funciones, no prevista en el RECU y que es del todo
légica a la vista de la necesidad de someterse a un proceso previo de habilitacién para el
ejercicio de sus funciones. El apartado f) del art. 167 sexies LSCM obliga, a su vez, a dispo-
ner de procedimientos especificos para el tratamiento de las reclamaciones que presenten
sus clientes por sus actividades, asi como a contar con un archivo de todas las actuaciones
relacionadas con ellas. Este procedimiento se desarrolla y se regula en el RECU como as-
pecto no previsto en la ley*%. Por otro lado, el apartado g) del art. 167 sexies LSCM, obliga
a la entidad a tarifar sus actuaciones conforme a los precios fijados anualmente*’, aunque
sin determinar el procedimiento para ello que, como veremos, si se regula en el RECU.

El art. 12, apartado 7) del RECU prevé, por su parte, una obligacién no contem-
plada en la LSCM que consiste en comunicar al ayuntamiento las infracciones urba-
nisticas que se pudieran detectar por la entidad durante el desarrollo de sus labores de
verificacién, inspeccién y control. Se trata de una elemental obligacién propia de la
colaboracién entendida como un modelo en el que la entidad privada coadyuva con la
Administracién en el ejercicio de sus potestades de control urbanistico y en definitiva de
cumplimiento de la normativa urbanistica. Por tltimo y como obligacién especifica del
RECU, vinculada a las causas de suspensién y extincién de la entidad, el apartado /)
del art. 12 determina la obligacién de llevar a cabo por encomienda expresa del ayunta-
miento, aquellas actuaciones iniciadas por otra entidad colaboradora cuya autorizacién
municipal haya sido objeto de suspensién o extincién, sin que esa circunstancia suponga
un incremento de los costes para el interesado. Retomando la regulacién de la LSCM, el
apartado 7) del art. 167 sexies, obliga a las entidades a permitir el acceso a sus instalacio-
nes y oficinas a la ENAC y al personal competente de la Comunidad de Madrid o, en su
caso, de los ayuntamientos donde ejerzan sus funciones. Se considera, no obstante, que
esta obligacién solo adquiere sentido si se completa con otras previsiones a nivel munici-
pal, como las del art. 26 RECU en el que se regula un control permanente con amplias
facultades inspectoras conforme al art. 27% y que a su vez se refuerza con la previsién

% Conforme al art. 25 RECU, el interesado podr4 presentar reclamacién ante el ayuntamiento o ante la
entidad colaboradora frente a las actuaciones de la entidad colaboradora que entienda vulneran sus derechos o
intereses legitimos. Un matiz relevante es que se acota que el objeto de la reclamacién, la cual versard sobre las
actuaciones de verificacién, inspeccién y control de la entidad ya que, los litigios relativos al funcionamiento del
servicio de la entidad colaboradora se tramitardn conforme a la normativa especifica en materia de proteccién de
los derechos de los consumidores y usuarios, al formar parte de la relacién juridico-privada establecida a través
del encargo del cliente.

# Esel art. 164.2 LSCM, el que sobre esta cuestién indica que: «Igualmente, los ayuntamientos podrén
establecer el importe minimo y méximo de los precios a percibir por las entidades colaboradoras en su respecti-
vo término municipal, siempre que se proceda a la reduccién o cancelacién de la tasa municipal correspondiente
a los servicios urbanisticos en los que intervengany.

# Se habilitan a los servicios técnicos municipales para examinar, en el émbito y con el alcance del RECU,
documentos tales como: declaraciones tributarias, autoliquidaciones, comunicaciones de datos o solicitudes
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del art. 28 sobre la colaboracién entre el ayuntamiento y la ENAC en la realizacién de

funciones inspectoras®.

Pasando ya al régimen de incompatibilidades, el apartado 2 del art. 167 sexies
LSCM regula, de forma muy similar al RECU, el régimen de incompatibilidades de las
entidades colaboradoras, al objeto de garantizar que no se produce un conflicto entre
los intereses empresariales, y por tanto, privados de la entidad, con la colaboracién en
el ejercicio de funciones publicas de control urbanistico. Se constata, sin embargo, la
omisién en la LSCM de algunos de los supuestos de incompatibilidad regulados en el
art. 21 RECU, a los que ya nos hemos referido, como los relativos a la no realizacién de
actividades de asesoramiento ni de consultoria“® que desvirtuarfan, del todo, su carcter
de entidades de inspeccién que coadyuvan con la Administracién en sus funciones de
control de manera imparcial y objetiva. Volviendo a una eventual aplicacién directa de
la LSCM a los ayuntamientos en esta materia, esta omisién podria representar una grave
desviacién del sistema en la que las entidades, de forma inaceptable, emitirfan certifica-
dos de cumplimiento de actuaciones preparadas por ellas mismas de antemano. Ocurre
lo mismo, respecto del silencio que guarda la LSCM sobre las causas de incompatibili-
dad aplicables, no ya a la entidad como empresa, sino al personal de esta. Estas incom-
patibilidades se regulan en el art. 22 RECU. Su finalidad es asegurar la independencia de
juicio en las tareas técnicas de verificacién y comprobacién y los conflictos de intereses
por lo que su previsién parece ineludible?.

presentadas relativas a cualquier tributo; Contabilidad de las entidades colaboradoras, que comprenderd tanto
los registros y soportes contables como las hojas previas o accesorias que amparen o justifiquen las anotaciones
contables; libros-Registro establecidos por las normas tributarias; facturas, justificantes y otros documentos.

# El RECU, en relacién con el art. 4.7 OLDRUAM prevé la aprobacién de planes o programas con-
juntos sobre el cumplimiento de los requisitos de acreditacién o habilitacién de las entidades colaboradoras
o sobre el contenido y desarrollo de las funciones de verificacién, inspeccién y control que tengan estas enco-
mendadas. Hasta la fecha se han suscritos tres planes conjuntos en los que se han incluido distintas lineas de
actuacion tales como: Refuerzo de la colaboracién entre la Agencia de Actividades y la ENAC en el desarrollo
de las auditorfas verticales de expedientes y de las comisiones de acreditacion; en la difusién de los criterios de
la Agencia a las entidades de colaboracién; colaboracién en el control sobre el régimen de Incompatibilidades;
colaboracién en el control sobre las obligaciones de comprobacién material por la entidad colaboradora tras
la finalizacién de la actuacién urbanistica a través de declaraciones responsables o el control de encargos y
actuaciones realizadas.

4 Art. 21: «¢) No podrdn dedicarse a actividades de asesoramiento o tramitacién de actuaciones Urba-
nisticas», y «g) No podrdn tener relacién directa ni tener implicacién en la elaboracién de proyectos técnicos
de obras, memorias y documentacién técnica de instalaciones, ni con la direccién ni ejecucién de las obras».

47 Art. 22. Incompatibilidades de su personal: «Las incompatibilidades del personal de las entidades
colaboradoras son las siguientes: 2) No podré tener vinculacién con ninguna actividad que pueda entrar en
conflicto 0 comprometa su independencia de juicio con respecto a las actuaciones de verificacién, inspeccién
y control. En particular, no puede realizar actividades de arquitectura, ingenierfa ni consultorfa en el marco
de la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién de la Edificacién. Tampoco podrdn ostentar cargos
publicos o encontrarse en servicio activo como personal de una Administracién publica. 4) No podrd ejercer
las funciones de verificacién, inspeccién o control en una actuacién en la que haya intervenido por razén de
su profesién en los dos afios anteriores. A este efecto, las entidades colaboradoras deben valorar y documentar
las acciones que se adoptardn en la contratacién de personal que se haya dedicado previamente a actividades
incompatibles».
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Pasando al régimen de infracciones y sanciones, en la medida en que la regulacién
legal lo incluye de manera completa su aplicacién serd directa en el 4mbito municipal.
Ahora bien, podria resultar oportuno y necesario que la regulacién municipal complete
y desarrolle aspectos relacionados con las obligaciones especificas de las entidades cola-
boradoras, y como se verd, con los requisitos especificos que puedan exigirse a las entida-
des para la intervencién en los procedimientos de control urbanistico del ayuntamiento.
Resultarfa, por tanto, coherente completar el régimen de infracciones y sanciones en
relacién con estos.

4.4. Régimen de precios

El tema de los precios de las entidades colaboradoras es otro de los aspectos clave del
sistema“. Es algo que desde luego ha de ser valorado y decidido por cada ayuntamiento®
porque la potencial aplicacién directa de la norma en este aspecto abocarfa a un vacio que
afectarfa a la propia operatividad del sistema. Esto es asi porque la libre fijacién de los precios
de mercado por las entidades, bajo la premisa de la oferta y la demanda, podria derivar en
precios muy por encima del coste de la tasa, con el consiguiente efecto desincentivador para
los particulares a la hora de optar por una entidad colaboradora y a la inversa, en precios
muy por debajo del precio de mercado generando una indeseable situacién de monopolio
de facto en favor de una tnica entidad desde el prisma de la imparcialidad y objetividad*. La
omisién de esta cuestién a nivel municipal podria, ademds, suponer el incumplimiento de la
regla prevista en el art. 164.2 LSCM por la que el pago de un precio por un particular a una
entidad llevard aparejada la reduccién o cancelacién de la tasa municipal correspondiente a
efectos de evitar una situacién andloga a la de la doble imposicién®'. Por todo ello tiene toda

% En relacién con este tema, M. L. ESTEVE PARDO, La financiacién de las entidades privadas colaboradoras
de la Administracién, Huygens, 2010.

# La Ley 11/2022 se aventuré a regular un procedimiento en el que era el propio Consejo de Gobierno
de la Comunidad de Madrid el competente para actualizar anualmente el importe minimo y méximo de los
precios en funcién de los costes del servicio y de su evolucién. Esta opcién ha quedado descartada en la modi-
ficacién de la Ley 7/2024, al ser un tema propio del dmbito de decisién de cada ayuntamiento vinculado a su
potestad tributaria y actividad recaudatoria.

50 El planteamiento del Ayuntamiento de Madrid ha sido desde un principio, no hacer prevalecer ninguna
de las modalidades, esto es, procedimientos con intervencién de entidades o procedimientos con intervencién
directa del ayuntamiento. A partir de aquf se ha buscado, en la medida de lo posible, un adecuado equilibrio
entre los precios a satisfacer a las entidades colaboradoras y las tasas por prestacién de servicios urbanisticos que
gravan la tarea administrativa de tramitacién y comprobacién. Y decimos en la medida de la posible porque en
materia de precios concurren dos realidades distintas; la de empresas privadas con énimo de lucro que ademds
de tener que cubrir sus costes aspiran, legitimamente, a obtener un beneficio empresarial como razén de ser de
su existencia y la de las tasas municipales que conforme a su configuracién legal tienen como tope méximo cu-
brir los costes de un servicio publico, en este caso el de control urbanistico de las actuaciones [art. 20.4) ¢ 7) del
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora
de las Haciendas Locales).

51 Sobre la eventual quicbra del principio de doble imposicién ya se pronuncié la STS de 10 de diciembre
de 2013.
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razén de ser que se regule el procedimiento de fijacién de precios tal y como hace el art. 17

RECU, en desarrollo de la ley™.

5. ASPECTOS REGULADOS EN LA NORMATIVA DEL AYUNTAMIENTO
DE MADRID QUE MEJORAN EL MODELO DEFINIDO EN LA LSCM

Entrando ya en el andlisis de los aspectos no regulados en la LSCM pero que, insis-
timos, son clave para asegurar el debido control e irrenunciable seguimiento municipal
del sistema, el tema central es, sin duda, el de la procedencia o no de mantener, en el
marco de la regulacién legal, requisitos, especificos y propios del ayuntamiento, para la
habilitacién de las entidades colaboradoras tal y como prevé el art. 7 RECU. Ciertamen-
te, parte de estos requisitos, han sido incluidos en el art. 167 zer LSCM como requisitos
de acreditacién de la ENAC y otros han pasado a ser requisitos para la inscripcién de la
entidad en el Registro de la Comunidad de Madrid. A pesar de ello, se considera que el
Ayuntamiento de Madrid y, correlativamente, los ayuntamientos que opten por aprobar
una ordenanza en la materia pueden exigir el cumplimento de requisitos propios, aunque
ya no sea por la via formal de una autorizacién municipal®. Esto se considera asi por
varias razones. En primer lugar, por el alcance material que tienen la acreditacién y la
inscripcién en el Registro de la Registro de la Comunidad de Madrid. En este sentido,
la acreditacién habilita a las entidades privadas a desarrollar funciones de inspeccién o
verificacién, con cardcter general, en el marco de la normativa internacional y, de forma
concreta, en el dmbito urbanistico conforme a la ley autonémica. Es decir, la acreditaciéon
reconoce la aptitud para ser entidad de inspeccién tipo A en el control urbanistico de
obras y actividades. Por su parte, los efectos de la inscripcidn en el registro son, conforme
el art. 167 qudrter en relacién con el art. 167 quinquies, los de poder actuar como enti-
dad colaboradora urbanistica en todo el territorio de la Comunidad de Madrid. Es decir,
se reconoce la posibilidad de que las entidades desplieguen su actividad en el 4mbito te-
rritorial de la Comunidad de Madrid. De acuerdo con lo expuesto, se trata de dos niveles
de habilitacién; uno funcional, el de la acreditacién de la ENAC, para el desarrollo de

52 En el caso de Madrid la parametrizacién de los precios de las entidades colaboradoras se ha ido pau-
latinamente adaptando a la estructura de cuotas la propia tasa de servicios urbanisticos, en la que se valora la
entidad y complejidad de la actuacidn, la superficie afectada o la concurrencia de aspectos sectoriales en la
actuacién (seguridad de incendios, impacto medioambiental, proteccién del patrimonio). Como referencia se
puede consultar el vigente Acuerdo de Precios de entidades Colaboradoras de 16 de octubre de 2025 (BOAM
9.988, de 20 de octubre).

53 A diferencia de lo que ocurrfa con la regulacién precedente, en la que la Orden 639/2014, de 10 de
abril, de la Consejerfa de Medio Ambiente y Ordenacién del Territorio, aludfa a la posibilidad de que los ayun-
tamientos otorgaran autorizacién para que la entidad colaboradora ejerciera su actividad en su respectivo 4mbi-
to municipal, el predmbulo de la Ley 7/2024 indica expresamente que se suprime la autorizacién municipal. Por
ello, se considera mds adecuado, desde la dptica del principio de simplificacién administrativa formulado en el
art. 4 de la Ley 40/2015, la sustitucién de la autorizacién previa municipal por la presentacién de una declara-
cién responsable a efectos de validar la habilitacién de las entidades a intervenir en los concretos procedimientos
de control urbanistico del ayuntamiento.
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funciones de inspeccién técnica y otro, territorial, con la inscripcién en el Registro para
su intervencién en todo el dmbito de la Comunidad de Madrid.

Pero, en la linea que apunta el propio apartado 2 del art. 167 quinquies, concurre un
tercer nivel de habilitacién, que serfa de indole material, para intervenir en los concretos
procedimientos de licencia y declaracién responsable que son competencia de cada ayun-
tamiento. Y es en este tercer nivel en el que es posible identificar como necesarios una
serie de requisitos objetivos, distintos de los de la acreditacién y de los de la inscripcidn,
motivados en el buen funcionamiento del sistema y la debida seguridad juridica. En el caso
del Ayuntamiento de Madrid estos requisitos son precisamente aquellos que ya estaban
regulados en el art. 7 RECU y que estdn directamente relacionados, como decimos, con la
intervencién de una entidad colaboradora en los procedimientos de control urbanistico.
En primer lugar, el compromiso de disponer con caricter permanente de un sistema de
informdtico compatible con el del ayuntamiento que permita el intercambio continuo
de informacién y que se ajuste a las caracteristicas técnicas y funcionales que establezca el
ayuntamiento. Esta exigencia se inserta en el modelo de gestién digital del Ayuntamiento
de Madrid que propicia la tramitacién electrénica de todos los expedientes de licencia y
declaracién responsable de tal forma que, la presentacién de una solicitud de licencia o de
una declaracién responsable junto con el certificado emitido por la entidad colaboradora
se realizard a través de las aplicaciones informdticas comunicadas con las del ayuntamiento.
Esto permitird la correspondiente anotacién en el registro electrénico y el alta automdtica
de los expedientes. Ademds de las evidentes razones de eficacia relacionadas con la gestién
electrénica y el control de la informacidn, el sistema informdtico de intercambio permite al
ayuntamiento conocer, a su vez, las actuaciones iniciadas en fase de entidad colaboradora,
antes de su presentacién en el registro municipal. Esto facilita, asimismo, cuestiones tales
como la comprobacién del adecuado cumplimiento por las entidades de su obligacién de
efectuar de manera efectiva y en plazo razonable las tareas de verificacién y de comproba-
cién de la actuaciones; la efectiva realizacién de las visitas de comprobacién, una vez finali-
zadas las obras; la revisién de actuaciones para resolver reclamaciones formuladas por parti-
culares contra su actuacién; la obtencién de informacién para la tramitacién de denuncias
de terceros, de peticiones de informacién publica, de escritos de otras instancias como
érganos judiciales, Fiscalia, Defensor del Pueblo, etc., y por tltimo, el control estadisti-
co y consiguiente evaluacién de la gestién del sistema. Pero hay mds, esta interconexién
electrénica puede posibilitar accesos directos de las entidades a informacién municipal de
antecedentes, crucial para evaluar la viabilidad de las actuaciones (posibles situaciones de
fuera de ordenacién, existencia de planeamientos en tramitacién o aprobados, actuaciones
en materia de disciplina urbanisticas o eventuales prescripciones, ...). Por tltimo, y acorde
con la posibilidad prevista en la OLDRUAM de que las entidades colaboradoras puedan
solicitar directamente a los servicios municipales la emisién de los informes sectoriales
preceptivos, para la emisién de sus respectivos certificados> resultarfa ttil, como premisa,
cumplir con este requisito de interoperabilidad informdtica.

>t Arts. 23.6 y 48.2 OLDRUAM.
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En segundo lugar, cabe identificar el requisito de adecuacién a la imagen corporativa
del ayuntamiento. Este requisito lejos de tener un mero cardcter formal, comporta la
obligacién del uso de documentos cuyo contenido, estructura y datos han sido validados
por el Ayuntamiento de Madrid. Ello es garantia de que la actividad de verificacién y
comprobacién de las entidades es correcta y responde a unos pardmetros técnicos uni-
formes y ordenados.

La regulacién vigente del RECU recoge también como requisito especifico del
Ayuntamiento de Madrid, contar con un procedimiento, gratuito, de reclamaciones
que garantice a los interesados la adecuada defensa de sus derechos e intereses legitimos.
Aunque el art. 167 ter LSCM ha incluido, como requisito de acreditacién, disponer de
un procedimiento de reclamaciones, resulta adecuado exigir, por ordenanza municipal,
que la tramitacién del este se ajuste a las reglas determinadas como garantia de la adecua-
da tutela de los derechos e intereses de las partes. Esto es asi por cuanto que, a diferencia
del sistema de reclamaciones propias de las entidades para controversias que tienen que
ver con el funcionamiento de la entidad y, por tanto, con el 4mbito de la proteccién
de los derechos de los consumidores y usuarios, el procedimiento de reclamaciones al
que nos referimos tiene relacién directa con el contenido técnico de sus actuaciones de
verificacién, inspeccién y control. Por esta razén, y en el caso de que la reclamacién no
se solvente entre la entidad el particular podra plantearla ante el ayuntamiento, en el
contexto de un procedimiento administrativo, cuyo resultado es susceptible de revisién
en via administrativa y, llegado el caso, en via judicial.

Por dltimo, la posibilidad de exigir la superacién de las pruebas, que en su momento
se determinen, a las entidades que quieran desarrollar su actividad en los procedimientos
municipales de control urbanistico. Este aspecto resulta también esencial en la medida
en que permite asegurar un conocimiento suficiente y una adecuada capacitacién técni-
ca del personal de las entidades para desarrollar funciones de colaboracién, en relacién
con actuaciones a las que les resulta de aplicacién la normativa urbanistica concreta y
especifica del ayuntamiento . Asociado a este requisito, y como manifestacion del nece-
sario seguimiento y control que entendemos un ayuntamiento deberfa ejercer respecto
de las entidades que intervienen en sus respectivos procedimientos, para propiciar en
todo momento el adecuado nivel de conocimiento técnico del personal de las entidades
y la unidad del criterio técnico aplicable a las tareas de verificacién, comprobacién,
inspeccién y control de las actuaciones urbanisticas, el Ayuntamiento de Madrid realiza

diversas tareas°.

55

Pensemos no solo en la especificidad de la regulacién del PGOUM de 1997 de Madrid, sino en las par-
ticularidades del planeamiento de desarrollo; las regulaciones antecedentes que ain se aplican por razén de los
4mbitos (APIs; APEs; APD...); las sucesivas modificaciones de las normas urbanisticas en determinadas materias
o la reciente modificacién de las Normas urbanisticas (BOCM de 27 de noviembre de 2023); las regulaciones
sectoriales a nivel de ordenanzas, las limitaciones en zonas de proteccién actstica especial, o también, de manera
muy significativa, por su especialidad, el régimen de proteccién y catalogacion de los edificios y locales.

> Para dar una idea del alcance de estas tareas adicionales de formacién y aplicacién de criterios técnicos
uniformes en el afio 2025 se celebraron cuatro talleres entre los servicios técnicos municipales y el personal de
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Mis all4 de la regulacién en ordenanza municipal de los requisitos especificos para
la habilitacién municipal de las entidades, cabe identificar otras cuestiones sobre las
que la LSCM nada dice y que también son necesarias en la linea de la calidad y seguri-
dad del sistema. Una de ellas es el principio de exclusividad, previsto como obligacién
del art. 12.¢) y desarrollado en el art. 15. La exclusividad consiste en llevar a cabo por
si mismas y hasta su finalizacién las actuaciones que hayan iniciado. Este principio
solo deja de aplicar, como es légico, en los casos en los que la entidad incurra en al-
guna causa de suspensién o de extincién, en cuyo caso el interesado podra elegir si el
ayuntamiento continda con la tramitacién de su solicitud de licencia o declaracién
responsable o si opta por encomendarla a otra entidad colaboradora de su eleccién,
sin que en ningdn caso esta circunstancia pueda suponer un incremento de los costes
para el interesado, tal y como, de forma mds genérica, también india el art. 167 septies
LSCM*’. Como reverso de este principio de exclusividad, el apartado 2 del art. 15 pre-
vé lo que podriamos calificar como una cldusula de cierre del sistema, cuya previsién a
nivel normativo municipal constituye sin duda una prevencién inexcusable para cual-
quier ayuntamiento. Asi, se determina que, en circunstancias excepcionales, la Junta de
Gobierno de la Ciudad de Madrid podr4 acordar que el ejercicio de las funciones de
las entidades colaboradoras se realice por los servicios técnicos municipales, sin que de
ello de derive un derecho de indemnizacién para las entidades colaboradoras. Se trata
de tener siempre abierta la posibilidad de que, ante cualquier disfuncién grave o gene-
ralizada del sistema, como desviaciones que puedan comprometer la imparcialidad, la
independencia y la objetividad del modelo, el ayuntamiento, que no olvidemos es el
titular de la potestad publica de intervencién urbanistica, recupere para si su ejercicio
integro.

Finalmente, y también como mecanismo disponible para los ayuntamientos en el
ordenamiento juridico, parece necesario articular un sistema de multas coercitivas que
permita forzar a las entidades al cumplimiento de sus obligaciones ya que, si bien existe
un régimen sancionador, en ocasiones la adecuada proteccién de la posicién juridica del

las entidades. Paralelamente el ayuntamiento tiene a disposicién de las entidades habilitadas en su dmbito un
sistema de consultas urbanisticas por correo electrénico, que propicia la aclaracién y la determinacién de crite-
rio sobre cuestiones puntuales de especial complejidad. A través de este sistema se ofrece una dnica respuesta,
consensuada con otros érganos municipales con competencias sectoriales como puedan ser la seguridad de
incendios, la proteccién ambiental... cuando ello es necesario. En el afio 2025 se han atendido 226 consultas
y se han se han gestionado un total de 6.991 correos relativos a diversos asuntos como consultas de estado de
tramitacién de expedientes, comunicacién de visitas de inspeccién, denuncias, requerimientos de informa-
cidn, etcétera.

57 El sentido de este principio no es otro que el de asegurar que la entidad que ha intervenido en la
verificacién y comprobacién del cumplimiento de la normativa urbanistica de una determinada actuacién lo
haga hasta el final preservando la unidad de la actuacién y el conocimiento integral de toda la actuacién desde
su origen como refuerzo de la seguridad juridica. Esto incluye las eventuales modificaciones que pueden tener
lugar durante la ejecucién de las obras ya que normativamente se configuran como expedientes vinculados a la
licencia que se modifica (art. 10.1 OLDRUAM), asi como la comprobacién previa a la primera ocupacién y
funcionamiento cuyo objeto es precisamente asegurar que lo ¢jecutado se ajusta a lo autorizado en la licencia
o alo declarado.
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ayuntamiento y de los particulares pasa porque las entidades den cumplimiento efectivo

a sus obligaciones®.

6. CONCLUSION

En definitiva y desde la experiencia adquirida en el Ayuntamiento de Madrid, el
éxito y la sostenibilidad del modelo de colaboracién publico-privada en materia de con-
trol urbanistico, pasa por asegurar un continuo y efectivo seguimiento y supervisién del
funcionamiento de las entidades colaboradoras, irrenunciable por afectar, en dltima ins-
tancia, al ejercicio de una potestad publica. Para ello, resulta necesario completar y de-
tallar via ordenanza el marco legal definido en la legislacién autonémica la cual, a pesar
de su vocacién de regulacién suficiente y completa en la materia, no responde, porque
tampoco debe hacerlo, a las particularidades y necesidades de la gestién municipal en
cada caso concreto.
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